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1. Introducción

Recientemente se ha dictado el Texto Re-
fundido de la Ley del Suelo, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 

20 de junio (TRLS’08) que, entre otras cuestio-
nes, intenta resolver el problema planteado en 
la normativa urbanística anterior, según la cual, 
simplemente con la aprobación de una deter-
minada clasifi cación urbanística modifi caba, 
normalmente al alza, el valor de los terrenos a 
efectos de expropiación, reparcelación y de 

responsabilidad patrimonial de las Administra-
ciones Públicas.

Asimismo, el legislador estatal pretende garan-
tizar las “condiciones básicas de igualdad del 
status de ciudadanía en la sociedad actual”. En 
defi nitiva, se intenta con esta Ley agilizar la 
urbanización, no haciendo una reclasifi cación 
indiscriminada de terrenos sino todo lo contra-
rio, con una actuación responsable sobre el 
suelo urbanizable necesario que responda a 
todas las necesidades sociales y económicas 
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de la ciudadanía, y en el que los procedimien-
tos de aprobación de instrumentos urbanísticos 
asegure unos estándares mínimos de transpa-
rencia de participación de la ciudadanía real, y 
no como venía siendo común hasta ahora, que 
era una participación meramente formal.

Las valoraciones urbanísticas tras la nueva le-
gislación urbanística también han cambiado y 
habrá que poner en relación las clasifi caciones 
de suelo que actualmente existen en cada Co-
munidad Autónoma con las tipologías de suelo 
actuales, denominadas situaciones básicas, 
así como ajustar los criterios de valoración 
que, con la nueva ley, son de aplicación.

Por otro lado, en el contexto de la globaliza-
ción, se ha modifi cado el marco legislativo de 
las valoraciones económico-fi nancieras que 
deben utilizar tanto las empresas inmobiliarias 
como las empresas en general, concretamen-
te, la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y 
adaptación de la legislación mercantil en mate-
ria contable para su armonización internacional 
con base en la normativa de la Unión Europea 
(UE) y el Real Decreto 1514/2007 por el que 
se aprueba el nuevo Plan General de Contabi-
lidad.

La cuestión a dilucidar es la armonización de 
los criterios de valoración urbanística aplica-
bles a las distintas situaciones básicas de sue-
lo con los criterios de valoración de terrenos 
previstos para su incorporación en los estados 
económico-fi nancieros de las empresas inmo-
biliarias, propietarias mayoritariamente de di-
chos terrenos, dedicando las siguientes páginas 
a este objetivo.

Para ello, estructuremos este trabajo anali-
zando, en primer lugar, cuáles han sido las im-
plicaciones contables en la valoración 
económico-fi nanciera del suelo tras la reforma 
mercantil; y en segundo lugar, nos centraremos 
en el ámbito urbanístico, analizando las situa-
ciones básicas de suelo, introducidas por el 
TRLS’08, y los criterios de valoración urbanísti-
cos aplicables a cada una de ellas. Finalmente, 
y habiendo ya estudiado las reformas legislati-
vas acontecidas en dos ámbitos diferentes, 
económico-fi nanciero y urbanístico, analizamos 
la posible confl uencia de los valores económi-
cos y urbanísticos en determinados casos.

2.  La reforma mercantil-contable: 
implicaciones en la valoración 
económico-fi nanciera del suelo

2.1.  Los motivos y los efectos de la 
reforma

La regulación contable española ha experi-
mentado profundos cambios en el contexto de 
una amplia reforma mercantil, al hilo de la 
creación de un marco europeo común que pre-
tende una mayor integración como respuesta 
a los problemas derivados de la globalización. 
La causa hay que buscarla hace más de vein-
te años, de un lado la necesidad de conseguir 
cada vez mayores capitales por parte de las 
multinacionales europeas que las obligó duran-
te toda la década de los ochenta a salir de la 
Bolsa de su país, pasando a cotizar en los 
grandes mercados: Nueva York, Tokio, Lon-
dres, etc., y, por otro lado, la desregulación fi -
nanciera iniciada en Estados Unidos en la épo-
ca del presidente norteamericano Reagan, que 
se extendió en el transcurso de una década 
por la totalidad de las economías desarrolla-
das. Todo ello permitió a los inversores la ad-
quisición de títulos cotizados de cualquier em-
presa en Bolsas de valores de todo el mundo, 
bien por sí solo, bien de manera dirigida por la 
banca a través de fondos de inversión.

Sin embargo, cuando las compañías emisoras 
de títulos cotizados comunicaban a cada una de 
las Bolsas en las que participaba sus resulta-
dos, positivos o negativos, la valoración de sus 
propiedades y de otros activos o de su endeu-
damiento, debían ser medidos conforme a la 
normativa contable del país de destino y sur-
gían diferencias inexplicables, hasta el punto de 
que compañías con benefi cios declarados en la 
Bolsa de Frankfurt, con la aplicación de las nor-
mas alemanas, reconocían pérdidas en la de 
Nueva York al aplicar la normativa norteameri-
cana.

La IOSCO, Federación Internacional de Bolsas 
de Valores denunció esta situación hasta que la 
Unión Europea, en su Consejo de Ministros de 
2001 en Lisboa1 decidió unifi car la normativa 
contable de los grupos de empresas europeos 
cotizados a partir de 20052, e iniciar procesos 
de acercamiento y mutuo reconocimiento de 

1  Materializado en la Directiva 2001/65/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 27 de septiembre de 2001 por 
la que se modifi can las Directivas 78/660/CEE, 83/349/
CEE y 86/635/CEE (DOCE n.° 283, de 27 de octubre de 
2001) en lo que se refi ere a normas de valoración aplica-
bles en las cuentas anuales consolidadas de determina-

  das formas de sociedad, así como de los bancos y otras 
entidades fi nancieras.

2  Reglamento (CE) n.° 1606/2002 del Parlamento Europeo 
y del Consejo de julio de 2002 (DOCE n.° 243 de 11 de 
septiembre de 2002) relativo a la aplicación de las nor-
mas internacionales de contabilidad.
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dicha normativa con las autoridades norteame-
ricanas3. El éxito del proceso ha llevado a que 
existan ya contactos internacionales con Esta-
dos Unidos, Japón, Canadá, Australia o Rusia, 
para acercar la normativa de todos ellos con un 
horizonte de 2015 (SERRANO, 2005).

La normativa adoptada por la UE en materia 
económico-fi nanciera se basa en cuatro crite-
rios básicos4:

•  El concepto de probabilidad para medir los 
resultados.

•  El valor razonable de los activos (básicamen-
te propiedades).

•  El valor actual o coste amortizado de los pa-
sivos (básicamente deudas).

•  El concepto de patrimonio contable.

Con respecto a los resultados, los ingresos y los 
gastos empresariales se reconocerán cuando 
sean probables, es decir, no es necesario que 
sean “ciertos” sino que basta que haya más de 
un 50% de posibilidades de que ocurran para su 
reconocimiento. Así, cuando una empresa ad-
quirió un título, una acción de Fomento Cons-
trucción y Contratas (FCC) por ejemplo, con un 
coste de 1.000 €, pero el precio de cotización 
ha subido a 1.200 €, la empresa debe recono-
cer un benefi cio de 200 € de forma inmediata, 
aunque éste no se materialice realmente hasta 
que el citado título se venda, de forma que si al 
año siguiente, el valor de cotización ha caído 
hasta 1.100 €, en dicho año la empresa regis-
trará una pérdida de 100 €, aunque siga con-
servando el título. En definitiva, la nueva 
normativa ha girado hacia posiciones de mayor 
preponderancia del mercado.

Por su lado, se defi ne el “valor razonable” de 
un activo o pasivo, como aquel importe por el 
que dos sujetos, adecuadamente informados y 
sin limitaciones de ningún tipo, acordarían li-
bremente para llevar a cabo una transacción 
de compraventa. En defi nitiva, en la mayor par-
te de las transacciones para las que existe un 
mercado organizado o activo5, el valor razona-
ble puede identifi carse con el de mercado.

El valor actual de una deuda o coste amortiza-
do es el importe que habría que pagar en un 

momento determinado para proceder a su can-
celación.

Por lo que se refi ere al concepto de patrimonio 
que tradicionalmente venía defi nido como el 
importe de las aportaciones de los accionistas 
de una empresa a la misma, más los benefi -
cios no distribuidos (reservas), pasa a ser con-
siderado simplemente como el resultado de 
una operación aritmética: el patrimonio conta-
ble de la empresa será igual a la diferencia 
entre el valor de los activos y de los pasivos, 
es decir, sería una aproximación al valor total 
de la empresa.

Si por algo se distingue la nueva normativa es 
el abandono de los cánones del derecho euro-
peo continental de origen napoleónico para los 
que la empresa es un patrimonio, es decir, una 
organización en funcionamiento que produce y 
acumula riqueza para sus accionistas. Con el 
nuevo enfoque, debemos sustituirlos por la vi-
sión anglosajona, que considera a la empresa 
como un objeto más del mercado, susceptible 
de ser comprado y vendido.

La primera orientación, la europea clásica, ha-
cía hincapié en unas valoraciones conservado-
ras, puesto que el valor del patrimonio de la 
empresa, considerado como sumatoria de las 
aportaciones de los accionistas y los benefi cios 
no repartidos, es la cifra última de la capacidad 
de la misma para hacer frente a sus compro-
misos con sus acreedores, y de ahí las normas 
sobre valoración de:

•  Los activos, a su valor de compra o produc-
ción (coste histórico), que en el caso de los 
activos inmobiliarios suele ser —salvo situa-
ciones de crisis como la actual, cuya reper-
cusión analizaremos más adelante— sensi-
blemente inferior a su valor real.

•  Los pasivos a largo plazo, a su valor de re-
embolso, es decir, el importe a devolver el 
día del vencimiento de la deuda, siempre su-
perior al valor de liquidación al momento ac-
tual por el cómputo de intereses.

•  El reconocimiento de los gastos, cuando se 
conocía que iban a ser posibles.

•  El reconocimiento de los ingresos, sólo cuan-
do se habían materializado.

3  Al respecto puede consultarse Giner Inchausti, B. (2008): 
“Recientes desarrollos en relación con la adopción de las 
NIIF en la UE (y en los EE.UU.)” Revista de la Asociación 
Española de Contabilidad y Administración de Empresas, 
n.° 83: 42-43.

4  Véase Marco Conceptual (Real Decreto 1416/2007).
5  El mercado activo, según el Marco Conceptual (Real De-

creto 1416/2007), se defi ne como aquel en el que se den 
las siguientes condiciones:

   a)  Los bienes o servicios intercambiados en el mercado 
son homogéneos;

   b)  Pueden encontrarse en todo momento compradores o 
vendedores para un determinado bien o servicio, y

   c)  Los precios son conocidos y fácilmente accesibles 
para el público. Estos precios, además, refl ejan tran-
sacciones de mercado reales, actuales y producidas 
con regularidad.
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Los estados fi nancieros valoraban así un pa-
trimonio empresarial con carácter de mínimo, 
sobre una posición pesimista o “prudente”, lo 
que implicaba que la cifra de fondos propios, 
es decir, la solvencia declarada por la empre-
sa en sus cuentas anuales, siempre debía ser 
contemplada con carácter de mínimo.

La empresa, en la perspectiva anglosajona, 
es una organización, un ser vivo que debe ser 
mantenido. Lo importante es su actividad, su 
inversión, los puestos de trabajo creados, etc. 
y todo ello independientemente de los actua-
les accionistas o propietarios de la misma. 
Las valoraciones patrimoniales deben ir enfo-
cadas a refl ejar, en la medida de lo posible, 
el valor de la entidad de cara a facilitar y ace-
lerar posibles transmisiones de la misma, en 
defi nitiva a dar información para fi jar fácil-
mente un precio de mercado que permita la 
entrada y salida de accionistas y acreedores 
con el menor coste transaccional posible. 
Este punto de vista trastoca las valoraciones 
tradicionales:

•  Los activos valen sólo en cuanto pueden ser 
capaces de generar benefi cios, y se registran 
por el valor actual de los mismos; ni siquiera 
se exige el requisito de propiedad jurídica de 
la entidad que los registra en sus estados 
fi nancieros. Los activos afectos a la actividad 
ordinaria de la empresa expondrán su valor 
a través de su incorporación a los productos 
terminados y la generación de márgenes po-
sitivos. Los activos no afectos a la actividad 
ordinaria, manifestarán su valor a través de 
los posibles resultados puestos de manifi esto 
a través de un valor razonable o de las ren-
tas, por ejemplo vía arrendamientos, que 
sean capaces de generar.

•  Los pasivos se reconocerán, por lo general, 
a valor actual de liquidación.

•  Los ingresos y gastos, en situación de igual-
dad cuando sean probables, entendiendo por 
tal, una probabilidad superior al 50% de que 
lleguen a ser reales, lo que implica reconocer 
determinadas expectativas de resultados aún 
no producidos.

Puede comprobarse como esta nueva orienta-
ción de la valoración empresarial tiene un ca-
rácter netamente fi nanciero, al preconfi gurar 
posibles valores de mercado de la empresa, 
que condicionarán las decisiones de accionis-
tas actuales y potenciales, inversores, presta-
mistas, proveedores, clientes y trabajadores (y 
sus representantes sindicales).

2.2.  Grupos cotizados y no cotizados 
y compañías individuales

El cambio de orientación citado no es común a 
todas las empresas, lo que introduce un factor 
de incertidumbre importante:

•  Los grupos cotizados europeos deben seguir 
la normativa internacional de contabilidad6, y 
dentro de ellos, los grupos inmobiliarios espa-
ñoles más signifi cativos. La normativa interna-
cional recoge directamente la valoración de 
las inversiones inmobiliarias a valor razona-
ble, por tanto muy próximo al de mercado. La 
Norma Internacional de Contabilidad n.° 40 
(Inversiones Inmobiliarias) propone para estas 
inversiones la aplicación, para la valoración 
posterior, del valor razonable. En tal caso, es-
taríamos hablando de aplicar el criterio de 
valor razonable a los terrenos, sabiendo que: 

“se recomienda a las entidades, pero no se les 
obliga, a determinar el valor razonable de sus in-
versiones inmobiliarias a partir de una tasación 
practicada por un experto independiente cualifi ca-
do profesionalmente y una experiencia reciente en 
la localidad y en el tipo de inversión inmobiliaria 
que está siendo valorado” (NIC 40, párrafo 32).

•  Los grupos no cotizados y las empresas in-
dividuales deben seguir la normativa españo-
la, recogida en el actual Plan de Contabilidad, 
(RD 1514/2007), en vigor desde el 1 de ene-
ro de 2008. La valoración de las inversiones 
inmobiliarias de estas empresas sólo puede 
realizarse a valor de adquisición o produc-
ción (coste histórico) en el ámbito de nuestro 
marco normativo contable.

Como vemos, las diferencias en lo relativo a in-
versiones entre uno y otro son muy signifi cati-
vas. ¿Por qué este tratamiento diferenciado? Se 
entiende que los grandes grupos europeos, de 
cualquier sector, y también el inmobiliario, son 
accesibles para cualquier inversor, tanto de la 
UE como extracomunitario, por lo que deben 
seguir unos criterios de valoración comunes, ha-
biéndose impuesto a escala europea la valora-
ción razonable. Sin embargo, en el ámbito 
“doméstico”, es la normativa nacional la que 
obliga, y en este caso, el legislador ha sido re-
miso a permitir excesivas diferencias en los va-
lores de las inversiones inmobiliarias, ya que 
podrían dar lugar a grandes subidas en épocas 
de alza, y a grandes caídas en épocas de crisis 
como la actual, dando lugar a lo que se ha veni-
do denominado “volatilidad de los resultados”.

6  En aplicación del Reglamento (CE) N.° 1606/2002 del Par-
lamento Europeo y del Consejo de julio de 2002 (DOCE

  n.° 243 de 11 de septiembre de 2002) relativo a la aplica-
ción de las normas internacionales de contabi lidad.
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La consecuencia de lo anterior, en ambos ca-
sos, es la pérdida de la hegemonía del coste 
histórico, introduciendo criterios de valoración 
hasta ahora impensables en nuestro marco le-
gal, tales como: valor razonable, valor actual, 
valor en uso, etc. Es cierto que a pesar de es-
tos cambios, importantes en el ámbito nacio-
nal, los grupos no cotizados y las sociedades 
individuales también siguen teniendo una re-
sistencia considerable a abandonar nuestra fi -
losofía anterior.

Centrándonos en el elemento objeto de estu-
dio, la normativa contable española no porme-
noriza en exceso la determinación del valor de 
los terrenos, debido a su carácter general para 
todo tipo de empresas y activos, pero admite 
su tratamiento como:

•  Inmovilizado material, en la empresa no in-
mobiliaria que compra un terreno para cons-
truirlo y utilizarlo en su actividad como fábrica, 
almacén, ofi cinas, etc.

•  Existencias, en la empresa inmobiliaria que 
compra el terreno para construirlo y vender 
el inmueble construido.

•  Inversión inmobiliaria, distinción introducida 
en el nuevo plan general contable, para dife-
renciar aquellos terrenos y edifi caciones cuya 
fi nalidad sea la de obtener rentas o plusva-
lías, bien por alquileres o bien por enajena-
ción.

La normativa nacional para las empresas indi-
viduales y grupos no cotizados sólo contempla 
la valoración de terrenos a su precio de adqui-
sición o producción (por ejemplo, incorporando 
la urbanización), al considerar que, en cual-
quier caso, el terreno tiene una fi nalidad única, 
su urbanización, construcción y venta, lo que 
constituye precisamente el objeto social de las 
promotoras inmobiliarias, por lo que su trata-
miento es similar al de cualquier otro activo 
afecto a la explotación.

Cuestión distinta sería la de la empresa que 
considera el terreno, no como bien transforma-
ble, sino como objeto de negocio en sí mismo, 
centrando su actividad principal en la compra-
venta continuada de terrenos en un mismo es-
tado urbanístico, lo que nos llevaría a que el 
valor patrimonial de dicha empresa sería exac-
tamente igual al valor de mercado de los terre-

nos que posea menos el importe de la 
fi nanciación ajena de los mismos, situación no 
prevista en el Plan —por su generalidad— pero 
que quizá permitiría una valoración de activos 
en la línea señalada para el valor razonable.

Sin embargo, nuestra normativa contable a ni-
vel nacional contiene varias excepciones, algu-
na de las cuales señalamos a continuación, en 
las que también las empresas españolas tie-
nen que acudir al valor razonable de cualquier 
bien, y por lo tanto, también de los terrenos:

a) Las permutas comerciales

La reforma mercantil determina que las permu-
tas de bienes de carácter comercial7 precisa la 
aplicación del valor razonable. En consecuen-
cia, si un terreno está actuando en una opera-
ción de permuta, se debería determinar cuál 
podría ser su valor de realización, por tanto su 
valor razonable.

La aplicación del criterio del valor razonable 
implica, en primer lugar, discernir si el elemento 
patrimonial objeto de valoración opera en un 
mercado activo o fi able (mercado de precios 
transparente, periodicidad en las operaciones, 
etc.), puesto que en tal caso, no habría ningún 
problema en determinar dicho valor; lo cierto es 
que, en nuestro marco contable, los elementos 
patrimoniales que cumplen los requisitos esta-
blecidos son los instrumentos fi nancieros, sien-
do el mercado activo por excelencia la Bolsa de 
valores. Para el resto de elementos patrimonia-
les les será de aplicación las técnicas y proce-
dimientos que se consideren más adecuadas al 
elemento objeto de valoración. Ciertamente, el 
terreno como tal no cumple los requisitos exigi-
dos para que sea considerado como un ele-
mento que opera en un mercado activo o fi able, 
sino más bien justo todo lo contrario, pues los 
bienes intercambiados no son homogéneos 
(distintas clasifi caciones urbanísticas de terre-
nos con peculiaridades propias de la zona, Co-
munidad Autónoma, etc.), es difícil encontrar 
compradores y vendedores de forma habitual, 
no existe transparencia en el precio, etc. En 
consecuencia, la valoración del terreno debería 
ser determinada por expertos en la materia que 
conozcan perfectamente las peculiaridades del 
bien a valorar.

7  Se considerará que una permuta tiene carácter comercial 
cuando (Norma de Registro y Valoración 2.a Inmovilizado 
Material. Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, 
por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad):

   a)  La confi guración (riesgo, calendario e importe) de los fl ujos 

de efectivo del inmovilizado recibido difi ere de la confi gu-
ración de los fl ujos de efectivo del activo entregado; o

   b)  El valor actual de los fl ujos de efectivo después de 
impuestos de las actividades de la empresa afectadas 
por la permuta se ve modifi cado como consecuencia 
de la operación.
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b) Las aportaciones en especie

Son las aportaciones de activos, y entre ellos 
terrenos, que un inversor cede a una empresa 
a cambio de acciones de la misma, bien en su 
momento de creación o bien en una ampliación 
de capital. La empresa que recibe los terrenos 
los ha de valorar por su valor razonable, pues-
to que el inversor no aceptará, en términos de 
racionalidad, una cantidad de acciones por un 
valor inferior a aquél.

c)  Las fusiones, absorciones o aportaciones 
de rama de actividad. Las escisiones

De nuevo son operaciones societarias en las 
que dos empresas se unen, una absorbe a la 
otra o a una división o a una actividad comple-
ta de otra. En estos casos, los activos y entre 
ellos los terrenos de la menor de las entidades 
anteriores, se valorarán a valor razonable. En 
la escisión, por el contrario, una empresa se 
divide en dos o más sociedades; pues bien, las 
partes escindidas deberán valorarse a valor ra-
zonable.

d) Los deterioros de valor

Una cuestión adicional, común a la normativa 
española e internacional en materia contable es 
la necesidad de registrar un deterioro del valor, 
y por tanto una pérdida, cuando el valor conta-
ble resulte superior al valor de recuperación que 
se obtendría, en épocas de crisis, a través del 
proceso urbanístico de trasformación del suelo 
en solar y su posterior venta, o de la venta del 
inmueble construido sobre el mismo, o incluso 
al nuevo precio de mercado del mismo menos 
los costes de venta, aun sin ningún tipo de 
transformación.

Este planteamiento contable internacional y na-
cional nos lleva a realizar una serie de cuestio-
nes: ¿tienen alguna vinculación las valoraciones 
urbanísticas y las valoraciones a efectos conta-
bles? ¿tiene el mismo valor el suelo urbanizado 
que el suelo rural? ¿el suelo urbanizable, tradi-
cionalmente susceptible de urbanización, con la 
reciente legislación urbanística, qué tipología y 
valoración económica tendría? ¿el terreno como 
inversión inmobiliaria opera en un mercado acti-
vo? ¿es la valoración urbanística una referencia 
clave en el valor razonable de los terrenos? 
¿sólo es necesario la determinación del valor 
razonable para estas inversiones inmobiliarias 
siguiendo la normativa internacional?

Estas cuestiones y otras serán contestadas en 
este trabajo argumentando las conclusiones ob-

tenidas. Por ello, y con el fi n de estudiar los 
criterios de valoración que establece el TRLS’08, 
conviene analizar aquellos conceptos que nos 
servirán de apoyo para poder comprender los 
métodos de valoración, estudiando las distintas 
tipologías de suelo y los criterios de valoración 
aplicables a cada una de ellas.

3.  Situaciones básicas de suelo en 
el texto refundido de 2008

La clasifi cación del suelo, dispuesta por la pre-
cedente Ley de Suelo de 1998, al igual que las 
anteriores ha contribuido, en cierta medida, a 
la especulación del terreno, puesto que permi-
tía incrementar el valor del bien mucho antes 
de que las operaciones urbanísticas se hubie-
ran realizado, tal y como ocurría con el suelo 
urbanizable que se valoraba por unos aprove-
chamientos urbanísticos dispuestos en el pla-
neamiento, aunque todavía no se hubiese 
ejecutado la urbanización y, por lo tanto, los 
aprovechamientos no fuesen más que una po-
sibilidad futura.

De hecho, el legislador, con la nueva Ley de 
Suelo, pretende eliminar la mención a toda téc-
nica urbanística, no incidiendo de esta forma 
en las competencias autonómicas y evitando 
además posibles revalorizaciones de suelo 
pues:

“la clasifi cación ha contribuido históricamente a la 
infl ación de los valores de suelo [...] y, por ende, 
ha fomentado también las prácticas especulati-
vas, contra las que deberíamos luchar por impe-
rativo legal” (Exposición de Motivos TRLS’08).

En esta misma línea se manifi esta la Constitu-
ción Española (1978) en su artículo 47 cuando 
expone:

“todos los españoles tienen derecho a disfrutar 
de una vivienda digna y adecuada. Los poderes 
públicos promoverán las condiciones necesarias 
y establecerán las normas pertinentes para ha-
cer efectivo este derecho, regulando la utiliza-
ción del suelo de acuerdo con el interés general 
para impedir la especulación. La comunidad par-
ticipará en las plusvalías que genere la acción 
urbanística de los entes públicos.”

Por tanto, cada Comunidad Autónoma podrá 
establecer criterios de clasifi cación de suelo y 
el régimen de utilización para cada una de di-
chas clasificaciones, pero siempre deberán 
valorarse conforme a las dos situaciones bási-
cas que dispone el legislador estatal, pues son 
determinantes para la aplicación de los crite-
rios de valoración.
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El urbanismo español deja claro, en la exposi-
ción de motivos de la actual Ley de suelo, que 
no abandona el desarrollo de nuevas ciudades, 
puesto que el crecimiento urbano sigue siendo 
necesario; sin embargo, y siguiendo los pará-
metros establecidos por la Unión Europea con 
el fi n de responder a los requerimientos de un 
desarrollo sostenible propone minimizar un 
crecimiento disperso de la ciudad y apostar por 
la regeneración de la ciudad ya existente. De 
tal forma que en el régimen urbanístico del 
suelo se diferencian dos situaciones básicas: 
rural y urbanizado.

La propia legislación expone que:

“el suelo, además de un recurso económico, es 
también un recurso natural, escaso y no renova-
ble. Desde esta perspectiva, todo el suelo rural 
tiene un valor ambiental digno de ser ponderado y 
la liberalización del suelo no puede fundarse en 
una clasifi cación indiscriminada, sino, supuesta 
una clasifi cación responsable del suelo urbaniza-
ble necesario para atender las necesidades eco-
nómicas y sociales, en la apertura a la libre 
competencia de la iniciativa privada para su urba-
nización y en el arbitrio de medidas efectivas con-
tra las prácticas especulativas, obstructivas y 
retenedoras de suelo, de manera que el suelo con 
destino urbano se ponga en uso ágil y efectiva-
mente. Y el suelo urbano —la ciudad ya hecha— 
tiene, asimismo, un valor ambiental, como creación 
cultural colectiva que es objeto de una permanen-
te recreación, por lo que sus características deben 
ser expresión de su naturaleza y su ordenación 
debe favorecer su rehabilitación y fomentar su 
uso. (Exposición de Motivos de TRLS’08).

De tal forma que la nueva legislación, al distin-
guir entre situación básica de suelo rural y de 
urbanizado, propicia que se pueden llevar en 
cada una de ellas actuaciones de transforma-
ción, y por tanto, de urbanización de los mis-
mos, si bien debemos precisar que en el caso 
de la situación de suelo rural, será una urbani-
zación nueva y en la situación de suelo urba-
nizado, será una actuación de renovación.

En consecuencia, las situaciones básicas de 
suelo:

“atienden a las características reales de los terre-
nos, es decir, a su facticidad, como le gusta decir 
al Tribunal Supremo en relación con el suelo ur-
bano. Ya no se mezclan situación del suelo con 
su destino, como ocurriría en la trilogía clasifi ca-
toria tradicional. El destino incide sobre las posi-
bilidades de utilización del terreno, pero no 
determina su situación básica. Este planteamiento 
tiene una consecuencia muy destacable: el actual 

suelo urbanizable estará en la situación básica de 
suelo rural, aunque su destino sea la transforma-
ción. Cuando esa transformación se haya hecho 
efectiva, estará en la situación de suelo urbaniza-
do, pero no antes” (MENÉNDEZ, 2007:75).

Dado que la valoración urbanística se fun-
damenta en dos estados básicos de suelo, 
comenzamos definiendo qué se entiende 
por suelo rural y suelo urbanizado, basándo-
nos en lo dispuesto en el artículo 12.2 del 
TRLS’08.

3.1. Nueva tipología de suelo

En la situación básica de suelo rural debemos 
agrupar:

•  Suelo preservado de la urbanización, que 
deberá incluir, como mínimo, los terrenos ex-
cluidos de dicha transformación por razones 
de protección de dominio público, de natura-
leza, cultural, agrícola, etc.

•  El suelo para el que los instrumentos de or-
denación urbanística prevean o permitan su 
paso a la situación de suelo urbanizado has-
ta que termine la urbanización.

•  Y cualquier otro que no se considere suelo 
urbanizado.

El legislador estatal diferencia tres posibilida-
des a la hora de agrupar a los terrenos dentro 
de la situación básica de suelo rural, conside-
rando en el primer apartado el suelo que tradi-
cionalmente hemos clasifi cado como suelo no 
urbanizable, señalando que el legislador esta-
tal dispone unos mínimos, pudiendo ser am-
pliables por el legislador autonómico.

En el segundo apartado incluye aquellos terre-
nos en que es previsible y, por tanto, está per-
mitida la actuación urbanística; claro ejemplo 
es la clasifi cación de suelo urbanizable, con lo 
cual el destino de este terreno será el de urba-
nizado, pero con la actual legislación estará 
encuadrado en la situación de suelo rural. Por 
último, el tercer apartado se destina a aquellos 
terrenos que no reúnan los requisitos anterio-
res y no sean suelo urbanizado, por lo que, se 
considerarán también suelo rural, es decir, el 
suelo residual estará en esta situación, a dife-
rencia de la legislación anterior, que al suelo 
residual lo clasifi caba como urbanizable.

De todo ello se deduce que los terrenos en si-
tuación de suelo rural pueden sufrir modifi cacio-
nes y, por tanto, llevarse a cabo actuaciones de 
transformación urbanística, analizando poste-
riormente qué criterio de valoración urbanística 
le es de aplicación a dicha situación básica.
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En aplicación del artículo 12.3 del TRLS’08 el 
suelo urbanizado está integrado de forma le-
gal y efectiva en la red de dotación y servicios 
propios de los núcleos de población, es decir, 
que cuenta con las dotaciones requeridas por 
la  legislación urbanística o, simplemente, la 
cone xión a las instalaciones ya en funciona-
miento.

La situación de suelo urbanizado está reserva-
da, por tanto, para aquellos terrenos que estén 
integrados en los núcleos de población, aun-
que también considera las peculiaridades de 
los núcleos rurales tradicionales, como los 
asentamientos rurales.

Ahora bien, en esta situación básica habría 
que incluir las clasifi caciones de suelo actual-
mente existentes y vigentes en las distintas 
Comunidades Autónomas, que provienen de la 
legislación urbanística anterior. Así, la legisla-
ción autonómica debería encajar la categoría 
de suelo urbano consolidado por la urbani-
zación y suelo urbano no consolidado por la 
urbanización; es cierto que el legislador auto-
nómico puede prescindir de estas categoriza-
ciones pero, probablemente, sucederá a largo 
plazo, pues a corto plazo ya está defi nido en 
el planeamiento urbanístico a desarrollar en los 
próximos años, y más en la situación de un 
mercado completamente paralizado como en 
la coyuntura actual.

En opinión de PAREJO (2007: 27-28), la situa-
ción de suelo rural comprende:
 

“primero y en negativo, todos los terrenos en los 
que no se cumpla aquel dato, incluso si está pre-
vista o permitida su transformación y mientras 
ésta no concluya colocando los terrenos en la 
anterior situación en la de suelo urbanizado (esto 
último es la lógica consecuencia de la diferencia-
ción entre ordenación-policía y ordenación-actua-
ción urbanizadora, pues ésta no altera por sí 
misma el régimen urbanístico objetivo de la pro-
piedad del suelo); y segundo, como mínimo y en 
positivo, están preservados por la ordenación te-
rritorial y urbanística de su transformación me-
diante la urbanización, la cual debe incluir 
obligatoriamente, a su vez,

vi)  Los excluidos de dicha transformación por 
la legislación de protección o policía del 
dominio público, de la naturaleza o del pa-
trimonio cultural;

iii)  Los que deban quedar sujetos a tal protec-
ción conforme a la ordenación territorial y 
urbanística o por los valores en ellos con-
currentes (incluso los ecológicos, agríco-

las, ganaderos, forestales y paisajísticos);
iii)  Los que padezcan riesgos naturales o tec-

nológicos, incluidos los de inundación o de 
otros accidentes graves; y

iv)  Cuantos otros prevea la legislación de or-
denación territorial y urbanística”.

Si los terrenos en aplicación de la legislación 
de 1998 fueron clasifi cados como suelo urbano 
es obvio que debería encajar en la situación 
básica de suelo urbanizado con la vigente le-
gislación urbanística, no debiendo ser incluido 
en la situación de suelo rural.

No obstante, la actual ley es clara en su expo-
sición, los terrenos que estén urbanizados son 
los únicos que se pueden identifi car a la situa-
ción básica de suelo urbanizado, es decir, par-
celas que cuenten con las dotaciones y los 
servicios requeridos por la legislación urbanísti-
ca, o bien que puedan llegar a estarlo sin más 
obras que las de conexión de las parcelas a las 
instalaciones que ya estén en funcionamiento, 
que podemos identifi car con el suelo urbano 
consolidado por la urbanización, excluyendo, en 
principio, al suelo urbano no consolidado por la 
urbanización, y dándose la paradoja de que con 
la ley anterior estos terrenos tenían la clasifi ca-
ción de suelo urbano y con la legislación vigen-
te entran de lleno en la situación de suelo rural, 
con las importantes repercusiones que acarrea 
en la valoración de los mismos. No obstante, en 
el suelo urbano no consolidado por la urbaniza-
ción no deberíamos señalar de forma tajante 
que esté incluido en situación de suelo rural o 
en situación de suelo urbanizado, debiendo ser 
corroborada por la situación real del suelo a va-
lorar. En este sentido, coincidimos con GARCÍA 
(2007a:34) cuando expone que:

“podría identifi carse con la situación de suelo 
rural, en principio, los terrenos clasifi cados como 
urbanos no consolidados, siempre que, estuvie-
ran o no destinados a la reforma o renovación 
urbana de acuerdo con el artículo 12.3 requirie-
ran de obras que excedan de las de conexión a 
las instalaciones existentes.”

Por tanto, los suelos urbanos no consolidados 
por la urbanización se incluirían en la situación 
de suelo urbanizado si tales terrenos hubieran 
sido delimitados con la fi nalidad de reformar o 
renovar la urbanización, y siempre que no sea 
preciso llevar a cabo otras obras que las de 
conexión de las parcelas a las instalaciones ya 
existentes. En consecuencia podemos incluir al 
suelo urbano no consolidado por la urbaniza-
ción, clasifi cado como en situación de suelo 
rural, para aquel suelo en el que se realicen 
obras de nueva urbanización.
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4.  El nuevo marco normativo 
urbanístico: efectos en la 
valoración legal del suelo

La normativa estatal determina las causas le-
gales básicas en las que usualmente se proce-
de a la valoración a efectos administrativos, 
constituyendo habitualmente en (artículo 21 del 
TRLS’08):

•  Verifi car las operaciones de reparto de car-
gas y benefi cios propios de la ejecución de 
la ordenación territorial y urbanística.

•  Fijar el justiprecio en la expropiación.
•  Fijar el precio a sufragar al propietario en la 

venta o sustitución forzosa.
•  Determinar la responsabilidad patrimonial de 

la Administración pública.

Sin embargo y en términos de mercado, todo 
valor del suelo se seguirá incrementando —fue-
ra de épocas de crisis— conforme su situación 
se acerque a la categoría de urbano: aprobación 
del planeamiento general, planes parciales, jun-
ta de compensación, etc., hasta su conversión 
en solar, y por tanto de transacciones reales en-
tre sujetos económicos privados. O lo que es lo 
mismo, en condiciones normales, el valor urba-
nístico de un terreno en expectativa o proceso 
de urbanización es diferente de su valor de mer-
cado, en la mayor parte de las ocasiones, y por 
lo tanto de su valor económico-fi nanciero.

La nueva legislación estatal, en materia de va-
loraciones legales, se estructura en dos partes 
(artículo 21 de TRLS’08):

 •  En primer lugar, expone, con carácter ge-
neral, cómo se han de valorar los terrenos 
y las edifi caciones, es decir, suelo y vuelo, 
en los terrenos en situación de rural y en 
situación de suelo urbanizado.

 •  En segundo lugar, concreta qué método se 
debe aplicar a cada una de dichas situa-
ciones.

En consecuencia, al valorar las edifi caciones y 
construcciones debemos diferenciar que las 
realizadas sobre suelo en situación de rural se 
deben tasar de forma independiente, por una 
parte el terreno y por otra parte la edifi cación, 
siempre que se ajuste a la legalidad8.

Por el contrario, en el caso que debamos valo-
rar las edifi caciones en suelo en la situación 
básica de urbanizado, partiendo de la hipótesis 
que sean totalmente legales, se valorarán de 
forma conjunta el terreno y la construcción.

Es conveniente resaltar en lo referente a los 
criterios de valoración para cada situación, la 
Disposición Transitoria Tercera del TRLS’08 
que dispone, entre otras cuestiones, que:

“mientras no se desarrolle reglamentariamente lo 
dispuesto en esta Ley sobre criterios y método 
de cálculo de la valoración y en lo que sea com-
patible con ella, se estará a lo dispuesto [...] en 
las normas de valoración de bienes inmuebles y 
de determinados derechos contenidas en la Or-
den ECO/805/2003, de 27 de marzo, o disposi-
ción que la sustituya.”

En consecuencia, la legislación urbanística 
 vigente dispone los métodos o criterios para 
las diferentes situaciones básicas de suelo, 
pero su desarrollo matemático o procedimien-
to explicativo viene recogido en la Orden 
ECO/805/2003, en tanto no se desarrolle re-
glamentariamente.

Posteriormente, también haremos referencia a 
los valores de bienes inmuebles que dictamina 
la Orden ECO/805/2003 a efectos de su posible 
utilización en el marco económico-fi nanciero.

4.1. Valoración en el suelo rural

El suelo que esté en situación de rural, que re-
cordemos abarca suelo no urbanizable y urbani-
zable, clasifi caciones existentes en las diferentes 
Comunidades Autónomas y provenientes de la 
legislación anterior, será tasado mediante la ca-
pitalización de las rentas, considerando el mayor 
importe entre la renta real y la renta potencial 
anual de la explotación cuando se efectúe la va-
loración (artículo 23 TRLS’08).

La concreción de este valor exige, según la 
normativa estatal, la determinación de los ren-
dimientos de la explotación, entre los que se 
considera como ingreso, entre otros, subven-
ciones periódicas y aprovechamiento de culti-
vo, minorado por los costes necesarios para la 
obtención de dicha explotación.

8  La propia normativa estatal determina que

   Las edifi caciones, construcciones e instalaciones que 
se ajustan a la legalidad al tiempo de su valoración 
cuando se realizaron de conformidad con la ordena-
ción urbanística y el acto administrativo legitimante que 
requiriesen, o han sido posteriormente legalizadas de

  conformidad con lo dispuesto en la legislación urbanís-
tica. La valoración de las edifi caciones o construccio-
nes tendrá en cuenta su antigüedad y su estado de 
conservación. Si han quedado incursas en la situación 
de fuera de ordenación, su valor se reducirá en propor-
ción al tiempo transcurrido de su vida útil (artículo 22.3 
TRLS’08).
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El TRLS’08 comienza mencionando que para 
valorar el suelo rural se deben capitalizar las 
rentas. No obstante, hay que precisar que, al 
trasladar valores económicos del futuro al pre-
sente se está produciendo no la capitalización, 
sino la actualización de dichos valores, en de-
fi nitiva estamos hablando del método de actua-
lización de rentas tradicional.

Además, con el fin de calcular las rentas 
anuales, reales o potenciales, el ordenamien-
to urbanístico establece contraponer, para 
cada año, los ingresos de la explotación y los 
costes necesarios para la obtención de la ex-
plotación, constituyendo la diferencia entre 
ambos el importe de los sucesivos valores 
anuales que deben actualizarse para determi-
nar, en el momento de su valoración, el precio 
del terreno.

En aplicación de la disposición transitoria terce-
ra debemos remitirnos a la Orden ECO/805/2003 
en la cual, su artículo 33 dispone que la fórmu-
la a emplear para el cálculo del valor a actuali-
zar sea por diferencia entre los cobros 
imputables y el importe de los pagos en el mo-
mento correspondiente, no es más, que los fl u-
jos netos de caja9, determinándose así el valor 
del terreno.

Asimismo, el artículo 23 TRLS’08, referente a 
la valoración de suelo rural, dispone que el va-
lor así obtenido se corregirá proporcionalmente 
al alza en aquellos lugares que cuenten con 
una mayor accesibilidad a los núcleos de po-
blación, centros de actividad económica o pa-
rajes naturales que tengan una demanda social 
intensa. En consecuencia, esta ley permite pri-
mar aquellos terrenos que tengan una cierta 
proximidad a los citados núcleos.

Ahora bien, poner en práctica esta correc-
ción, desde nuestro punto de vista, implica ma-
tizar diferentes cuestiones que pasamos a 
comentar.

Nos preguntamos quién decide el índice co-
rrector y cuánto sería su valor puesto que os-
cila entre 0,1 y 2. En este sentido, no nos 
oponemos a un hecho evidente; un terreno ru-
ral alejado del núcleo de población o de distri-
bución tendrá un precio inferior que otro más 
próximo, pero debe ser el Reglamento espera-
do quien decida el rango y características de 
este índice corrector en función de unos pará-
metros conocidos y medidos, por ejemplo, la 
distancia en kilómetros al núcleo de población, 

etc., cuantifi cando de alguna forma así el índi-
ce, al objeto de evitar al máximo situaciones 
arbitrarias.

Este incremento de valor no debe ser confun-
dido con la inclusión en dicha tasación de las 
expectativas o aprovechamientos urbanísticos, 
máxime cuando el propio articulado señala 
que:

“en ningún caso podrán considerarse expecta-
tivas derivadas de la asignación de edifi cabili-
dades y usos por la ordenación territorial o 
urbanística que no hayan sido aún plenamente 
realizados (artículo 23.2 TRLS’08).”

En el articulado previsto para la valoración del 
suelo rural también se dispone que, si es ne-
cesario realizar la valoración independiente de 
la construcción situada en el suelo rural, se 
deberá aplicar el método del coste de reposi-
ción; es decir, según su estado y antigüedad 
en el momento en que se refi era la valoración; 
no obstante, al objeto de no hacer demasiado 
extenso este trabajo sólo creemos oportuno su 
mención al igual que las edifi caciones realiza-
das en situación de suelo urbanizado, hacien-
do el presente estudio exclusivamente para la 
valoración de los terrenos.

Consideramos conveniente mencionar la in-
demnización de la facultad de participación en 
actuaciones de nueva urbanización (artículo 25 
TRLS’08) que en opinión de FERNÁNDEZ (2007: 
408): 

“afecta a aquellos suelos en situación básica de 
rural para los cuales los instrumentos de ordena-
ción territorial y urbanística hubieran previsto su 
integración en una actuación de transforma-
ción urbanizadora y que tuvieran aprobados to-
dos los requisitos exigidos para iniciarla (suelos 
urbanizables “activados”), […] y para los cuales 
se impidieran o alterarán las condiciones jurídi-
co-urbanísticas de su desarrollo por decisión 
administrativa.”

Es evidente la importancia de la situación bá-
sica de suelo rural y el criterio de valoración 
que le es aplicable, puesto que terrenos que 
hasta hace un año eran clasifi cados como sue-
lo urbanizable ahora encajan directamente en 
esta situación, rural, y sólo podrán ser valo-
rados por las rentas (cultivos, forestales, etc.) 
que pudiera generar sin considerar ninguna 
expectativa urbanística en su valoración, lo 
que conlleva que, en principio, la valoración 

9  Se observan diferencias en la terminología empleada por 
la normativa urbanística y por la Orden ECO 805/2003,

  no entrando en su análisis en este trabajo. Al respecto, 
puede consultarse FALCÓN & NÚÑEZ (2007).
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urbanística de dicho terreno hace un año po-
dría ser superior a la de hoy con la actual nor-
mativa10, independientemente de la caída 
derivada de la actual coyuntura económica, ya 
que como hemos señalado, con la legislación 
urbanística derogada se permitía incluir en las 
valoraciones urbanísticas de dichas clasifi ca-
ciones las expectativas futuras pero actual-
mente no. Evidentemente, es necesario 
analizar las peculiaridades del terreno a valorar 
puesto que con la Ley de Suelo de 1998 al 
suelo urbanizable no sectorizado le era de apli-
cación el método de comparación y, con carác-
ter subsidiario, el método de actualización de 
rentas, dejando para el suelo urbanizable sec-
torizado la aplicación del valor catastral o ad-
ministrativo. En consecuencia, y de una forma 
generalizada, tales terrenos han disminuido de 
valor, y en caso de expropiación por parte de 
la Administración actuante no se recibiría más 
que el justiprecio derivado de la tasación obte-
nida por la actualización de rentas.

En resumen:

“la nueva Ley viene a derogar la específi ca regu-
lación que, basada en el Método de Compara-
ción, la Ley 6/98 establecía como sistema 
preferente de valoración, sustituyéndolo por cri-
terios más objetivables apoyados en la realidad 
física existente.” (FERNÁNDEZ, 2007:403).

4.2.  Valoración en el suelo urbanizado

El legislador estatal dispone que en los terre-
nos que estén en situación de rural se deba 
diferenciar si está o no edifi cado, pues los cri-
terios de valoración a aplicar serán diferentes, 
recordando que, como criterio general, dispone 
la tasación conjunta de vuelo y suelo.

El artículo 24.1 del TRLS’08 dispone que a los 
terrenos en situación de suelo urbanizado que 
no estén edifi cados, les será de aplicación el 
método residual estático. Método que según la 

Orden Ministerial ECO/805/2003, consiste en 
estimar los gastos necesarios de construcción, 
los de comercialización, los fi nancieros para un 
promotor tipo medio, etc.; también se estimará 
el valor de venta del inmueble a promover para 
la hipótesis de un edifi cio terminado en la fecha 
de la valoración y el margen del promotor, y por 
diferencia del valor de venta y los costes referi-
dos y el margen se determinará el valor del te-
rreno (artículo 40 de la Orden ECO/805/2003).

Cuando se trate de suelo urbanizado edifi cado 
o en curso de edifi cación, el valor de la tasa-
ción será el superior de los siguientes (artículo 
23 TRLS’08):

a)  El determinado por la tasación conjunta del 
suelo y de la edifi cación existente que se 
ajuste a la legalidad, por el método de com-
paración, aplicado exclusivamente a los 
usos de la edifi cación existente o la cons-
trucción ya realizada.

b)  El determinado por el método residual, apli-
cado exclusivamente al suelo, sin conside-
ración de la edificación existente o la 
construcción ya realizada.

En el caso que los terrenos en situación de 
suelo urbanizado estén edifi cados, habrá que 
delimitar dos valores, escogiendo de ellos el 
mayor. Uno vendrá dado por el método de com-
paración11, que consiste en la determinación 
del valor partiendo de fi ncas análogas y toman-
do como referentes los valores del mercado; y 
otro, el calculado a través del método del valor 
residual estático, ya explicado anteriormente.

La nueva legislación estatal ha incluido al sue-
lo urbanizable y al suelo urbano no consolida-
do por la urbanización, que no se halle en 
situación de renovación o rehabilitación de la 
urbanización, en la situación básica de suelo 
rural, afectando de forma crucial en sus valo-
raciones económicas a la baja, al serles de 
aplicación el criterio de actualización de rentas, 
excluyendo las expectativas urbanísticas.

10  Ahora bien, la Disposición Transitoria Tercera del 
TRLS’08 dispone que los terrenos

   que formen parte del suelo urbanizable incluido en ám-
bitos delimitados para los que el planteamiento haya 
establecido las condiciones para su desarrollo, se valo-
rarán conforme a las reglas establecidas en la Ley 
6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valo-
raciones, tal y como quedaron redactadas por la Ley 
10/2003, de 20 de mayo, siempre y cuando en el mo-
mento a que deba entenderse referida la valoración no 
hayan vencido los plazos para la ejecución del planea-
miento o, si han vencido, sea por causa imputable a la 
Administración o a terceros. En el supuesto de no existir 
previsión sobre los plazos de planeamiento se aplicará

  el de tres años contados desde la entrada en vigor de la 
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo.

11  La Orden ECO/805/2003, en su artículo 21, dispone que 
es necesario que se cumplan con los siguientes requisitos 
para que se pueda aplicar el método de comparación:

   a)  La existencia de un mercado representativo de los 
inmuebles comparables.

   b)  Disponer de sufi cientes datos sobre transacciones u 
ofertas que permitan, en la zona de que se trate, 
identifi car parámetros adecuados para realizar la ho-
mogeneización de comparables.

   c)  Disponer de información sufi ciente sobre al menos seis 
transacciones u ofertas de comparables que refl ejen 
adecuadamente la situación actual de dicho mercado.
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En lo referente a la situación de suelo urbani-
zado, realmente es terreno que ya está urba-
nizado, es ciudad, y los métodos que le son de 
aplicación toman como referentes valores de 
mercado.

5.  La Orden ECO/805/2003: efectos 
en la valoración legal del suelo

Al margen de las valoraciones ya explicadas 
en este trabajo, las valoraciones urbanísticas, 
nos podríamos plantear si las valoraciones dic-
taminadas por la Orden ECO/805/2003, de 27 
de marzo, sobre normas de valoración de bie-
nes inmuebles y determinados derechos para 
ciertas fi nalidades fi nancieras serían de aplica-
ción en el ámbito económico-fi nanciero.

En primer lugar, nos deberíamos remitir a lo 
dispuesto por esta Orden para concretar cuál 
es su ámbito de aplicación, determinando, su-
cintamente, que se circunscribe a (artículo 2 de 
la Orden EHA/3011/2007, de 4 de octubre, por 
la que se modifi ca la Orden ECO/805/2003):

•  Garantías hipotecarias de créditos o présta-
mos.

•  Coberturas de las provisiones técnicas de las 
entidades aseguradoras.

•  Determinación del patrimonio inmobiliario de 
los Fondos de Pensiones.

En la relación expuesta no existe alusión ex-
presa a la determinación del valor razonable a 
efectos de las valoraciones económicas-fi nan-
cieras; no obstante, hemos de señalar que di-
cha Orden es dictada por el Ministerio de 
Economía y Hacienda, organismo que tiene 
competencias en el ámbito empresarial y, por 
tanto, en la determinación fi able de los valores 
a incluir en los estados fi nancieros y a suminis-
trar por las empresas españolas. Por el contra-
rio, los criterios urbanísticos son dispuestos 
por el Ministerio de la Vivienda y, están en prin-
cipio, más alejados de las mencionadas unida-
des económicas puesto que su orientación es 
su aplicación legal en determinadas circuns-
tancias perfectamente tasadas.

Sin embargo, hemos de matizar que lo impor-
tante es el fi n o destino del terreno objeto de 
valoración lo que nos guiará sobre los métodos 
de valoración a emplear.

Si nos ceñimos a las valoraciones de suelo 
dispuestos por esta Orden deberíamos dife-
renciar en primer lugar entre valoraciones de 
fincas rústicas (artículo 48 y 49 Orden 
EHA/3011/2007, de 4 de octubre, por la que 
se modifi ca la Orden ECO/805/2003) y valo-
raciones de solares y terrenos (artículo 50 y 
51 Orden ECO/805/2003).

Así, y en lo que a nuestro estudio se refi ere, 
nos centraremos en las valoraciones de sola-
res y terrenos, que según el artículo 50 de la 
Orden ECO/805/2003,

“será de aplicación a las valoraciones de terre-
nos clasifi cados como urbanos, y urbanizables y 
no urbanizables que no se valoren como fi ncas 
rústicas.”

Debemos señalar que esta clasificación de 
suelo mencionada en la citada Orden hace re-
ferencia a la LS’98, vigente en el momento en 
que se dictaminó la misma.

Así, y según el artículo 51 de la Orden 
ECO/805/2003, para valorar los terrenos com-
prendidos en el nivel urbanístico12 se aplicará 
el método de comparación y, cuando no sea 
posible su determinación se tomará como valor 
el valor residual; en ambas situaciones será 
preciso descontar los gastos de demolición.

Para aquellos terrenos que estén sujetos a ex-
plotaciones económicas diferentes a las agro-
pecuarias será determinado por el método de 
actualización de rentas.

El resto de terrenos, catalogados como nivel 
urbanístico II, serán valorados aplicando el mé-
todo de comparación, no debiéndose incluir su 
posible utilización urbanística o aprovechamien-
tos urbanísticos, aclarando que en el supuesto 
que no se pudiera determinar dicho valor, a tra-
vés del método de comparación, se tomará 
como máximo el valor catastral del terreno.

Nos debemos cuestionar qué ocurre cuando 
un terreno puede ser eventualmente objeto de 
expropiación, es decir, ¿qué criterios de tasa-
ción empleamos, los urbanísticos o los dis-
puestos por esta Orden?

Esta cuestión es resuelta por la Orden 
EHA/564/2008, de 28 de febrero, por la que se 
modifi ca la Orden ECO/805/2003, en la que se 

12  La Orden ECO/805/2003, en su artículo 4, defi ne la cla-
sifi cación de los niveles urbanísticos de los terrenos a 
efectos de tasación, determinando que el nivel I

   incluirá todos los terrenos que no pertenezcan al nivel II

   y el nivel II incluirá los terrenos clasifi cados como no ur-
banizables en los que se permita edifi car para usos dife-
rentes a su naturaleza agrícola, forestal, ganadera o que 
estén ligados a una explotación económica permitida por 
la normativa vigente.
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determina que puede existir un punto de co-
nexión entre la legislación urbanística analiza-
da previamente y esta Orden Ministerial 
cuando se entienda que los terrenos puedan 
ser objeto de expropiación13.

Esta modifi cación a la Orden establece que se 
tomará como tasación la menor entre la resul-
tante de aplicar los criterios establecidos en la 
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo y los de 
esta Orden (Orden EHA/564/2008, de 28 de 
febrero, por la que se modifica la Orden 
ECO/805/2003).

En resumen, para aquellos terrenos cuya ex-
propiación sea probable habrá que emplear los 
criterios de valoración dispuestos por la norma-
tiva urbanística y los criterios de tasación dis-
puestos por la Orden ministerial tomando, 
fi nalmente, como tasación el menor de dichos 
valores.

6.  Valor urbanístico versus Valor 
económico-fi nanciero

Nos cuestionamos si los criterios de valoración 
urbanística tendrían algún refl ejo en los esta-
dos contables, es decir, ¿la valoración econó-
mica del terreno calculada en el marco del 
urbanismo puede ser trasladable al marco eco-
nómico-fi nanciero o son exclusivamente valo-
res determinados a efectos de expropiación, 
operaciones urbanísticas habituales en juntas 
de compensación, etc.? ¿Se debería tomar 
como referente en las valoraciones económi-
cas-financieras únicamente los valores dis-
puestos por la Orden Ministerial?

Es cierto que nuestro marco económico-fi nan-
ciero no deja duda en cuanto a la valoración 
inicial de los terrenos, precio del coste histó-
rico, pero quizás se podría realizar otro tipo 
de operaciones en las que fuera necesario 
determinar otros valores relacionados con el 
terreno.

Por un lado tenemos los grupos cotizados, y 
aquí no cabe lugar a duda: 

“la mitad de las inmobiliarias cotizadas han opta-
do por refl ejar el valor razonable (fair value) en 
sus balances” (GARCÍA & CLIFFORD, 2008).

Lo cierto es que, además de las operaciones 
de permuta, aportación en especie, fusiones, 
etc., las sociedades españolas deberán deter-
minar el valor razonable de los elementos pa-
trimoniales que fi guren en su activo, entre ellos 
los terrenos, como mínimo una vez al año, nor-
malmente al cierre del ejercicio económico, si 
existen indicios de deterioro de valor, al objeto 
de calcular el posible deterioro o pérdida de 
valor y tomando como referencia:

“el importe recuperable, entendido éste como el 
mayor valor entre su valor razonable menos los 
costes de venta y su valor en uso (Norma de 
Registro y Valoración 2.a Inmovilizado Material. 
Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, 
por el que se aprueba el Plan General de Con-
tabilidad).”

La repercusión más inmediata de esta argu-
mentación se ha puesto de manifi esto recien-
temente, concretamente, en las entidades 
inmobiliarias, puesto que su activo muestra te-
rrenos clasifi cados como suelo urbanizable o 
como suelo urbano no consolidado por la ur-
banización, con las matizaciones realizadas 
anteriormente, valorados por su precio de ad-
quisición.

Todo ello queda materializado en que:

“las fi rmas de auditoría están advirtiendo a las 
cajas y bancos de la necesidad de registrar pér-
didas, en algunos casos, por el deterioro de las 
fi nanciaciones otorgadas por efecto de la nueva 
Ley de Suelo. La nueva norma también condicio-
na la concesión de nuevos créditos para la adqui-
sición de suelo, ya que el valor jurídico de los 
activos es una variable fundamental de las tituli-
zaciones bancarias” (NAVARRO & LLAMAS, 2008).

No obstante, como referente para la determi-
nación del valor razonable podríamos acudir a 
los criterios de valoración dispuestos por el Mi-
nisterio de Economía y Hacienda o a los crite-

13  La Orden EHA/564/2008, de 28 de febrero determina 
que para considerar que un inmueble sea objeto proba-
ble de expropiación, debe encontrarse en alguno de los 
siguientes escenarios:

   a)  Cuando se haya iniciado el procedimiento de expro-
piación del inmueble.

   b)  Cuando se haya aprobado un instrumento de ordena-
ción territorial o urbanística, plan o proyecto de cual-
quier tipo, que conlleve la declaración de utilidad 
pública y la necesidad de ocupación de los bienes y

    derechos correspondientes, cuando dichos instru-
mentos planes o proyectos habiliten para su ejecu-
ción y ésta deba producirse por expropiación.

   c)  Cuando a la fecha de la valoración se hubiese incoa-
do expediente de incumplimiento de los plazos o de-
más deberes inherentes al proceso de urbanización o 
de edifi cación y, de conformidad con lo dispuesto en 
la legislación sobre ordenación territorial y urbanísti-
ca, ello pueda dar lugar a la expropiación del bien 
correspondiente, pero no se hubiese dictado aún re-
solución administrativa.



CIUDAD Y TERRITORIO ESTUDIOS TERRITORIALES 32

Estudios La valoración urbanística y la valoración económico-fi nanciera: confl uencia
C. E. Falcón Pérez & F. Serrano Moracho

rios dictados por la legislación urbanística, todo 
dependerá del grado de probabilidad o certeza 
en que el terreno sea fi nalmente expropiado.

Pues bien, en aquellos terrenos que según la 
Orden EHA/564/2008, nos remita tanto a la 
aplicación de criterios de valoración urbanísti-
cos como a los criterios de tasación dictados 
por la Orden, debemos tomar como valor resul-
tante la tasación menor. No obstante, desde 
nuestro punto de vista, desde el ámbito econó-
mico-fi nanciero, seguiríamos las mismas pau-
tas dictaminadas por tal modificación a la 
Orden, con la salvedad de que en los estados 
fi nancieros debe fi gurar el valor que sea más 
probable, atendiendo a la nueva orientación 
económica tras la reforma mercantil acontecida 
y no por el menor valor, como propone dicha 
modifi cación, pues seleccionar dicha tasación 
implicará valorar acorde al Plan General de 
Contabilidad de 1990, actualmente derogado, 
que determinaba el patrimonio de una empresa 
con carácter de mínimos.

En la actualidad, con el TRLS’08 y el nuevo 
marco normativo financiero dichos terrenos 
han visto disminuido su valor legal al encon-
trarse en situación de suelo rural y serles de 
aplicación el método de actualización de ren-
tas, y en muchos casos éste podría ser la úni-
ca referencia actual en sustitución de un valor 
razonable imposible de defi nir, ante la desapa-
rición de hecho de transacciones, y por tanto 
de mercado, y por lo mismo, el único que sirve 
como fuente de información primordial para 
dotar la corrección valorativa o deterioro de 
valor.

Ello también lleva aparejado que las entidades 
crediticias tengan mayor incertidumbre para 

fi nanciar proyectos urbanísticos en suelo urba-
nizable puesto que, en caso de expropiación, 
el suelo sería valorado como suelo rural, pero 
la empresa al no tener referencia de mercado, 
probablemente tenga que ser valorada tam-
bién al valor de expropiación del suelo que 
posee.

7. Consideraciones fi nales

El terreno presenta unas peculiaridades que 
propician que esté sometido a una importante 
regulación, la urbanística. Esto provoca que 
decisiones tomadas en el ámbito del urbanis-
mo tales como poner en relación las clasifi ca-
ciones de suelo de la legislación derogada en 
las situaciones básicas de la nueva legislación 
y, lo que es más determinante, su repercusión 
económica, puedan ser trasladables a otros 
campos, pudiendo por tanto las valoraciones 
urbanísticas traspasar las fronteras del urba-
nismo.

A nuestro juicio, las preguntas suscitadas al 
inicio de este trabajo han sido contestadas 
pues tanto las valoraciones económicas reali-
zadas en el campo del urbanismo como las 
tomadas de la Orden Ministerial, son una 
fuente de información esencial para las socie-
dades que posean o adquieran terrenos en 
las diferentes situaciones que actualmente 
dispone el TRLS’08, pues el valor calculado a 
partir de los criterios de valoración menciona-
dos, son utilizados e introducidos en las cuen-
tas anuales de la sociedad y es indudable la 
importancia y la repercusión que puede tener 
en la totalidad de la empresa, pudiendo ser un 
elemento clave del valor razonable en los te-
rrenos.
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